
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 23 DE DICIEMBRE DE 2008. ANÁLISIS DE LOS REGISTROS OFICIALES EN LOS QUE SE PUEDE PRESENTAR SOLICITUDES O ESCRITOS.
Modalidad de informe: Consulta.
Área temática: Procedimiento administrativo.
Informe vigente.
Se plantea ante esta Intervención General consulta, procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, relativa a los registros oficiales en los que se puede presentar la documentación para solicitar las prestaciones económicas recogidas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, y relativa a la fecha que debe ser tenida en consideración a efectos del cálculo de la cuantía de las prestaciones que sean reconocidas.
La consulta planteada trae causa de los siguientes

ANTECEDENTES

1. Mediante la Orden 1387/2008, de 11 de junio, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, se regula, en el ámbito de la Comunidad de Madrid, el acceso a los servicios y las prestaciones económicas contemplados en el capítulo II del título I de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, así como la intensidad de prestaciones y el régimen de incompatibilidades entre los mismos.
2. Al examinar los expedientes de reconocimiento de prestaciones económicas tramitadas al amparo de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, se ha detectado que, en algunos casos, la presentación de solicitudes por parte de los interesados se ha efectuado en el registro de una Mancomunidad de Municipios.
3. La Intervención Delegada en la Consejería de Familia y Asuntos Sociales ha constatado que ninguna Mancomunidad de Municipios se ha adherido al Convenio Marco entre la Administración General del Estado y la Comunidad de Madrid para la implantación de una red de oficinas integradas de atención al ciudadano en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, de 15 de noviembre de 2007. 
4. Por lo expuesto en el apartado anterior, la Intervención Delegada en la Consejería de Familia y Asuntos Sociales plantea consulta acerca de cual debe ser la fecha que debe ser tenida en cuenta para el cálculo de la cuantía de prestaciones reconocidas al amparo de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, bien la fecha de entrada de la solicitud en el registro de la Mancomunidad de Municipios o bien la fecha de entrada en el registro de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales. Asimismo, se consulta sobre la validez de incluir entre los registros oficiales en los que se puede presentar la documentación –de la solicitud debe entenderse-, los de la Mancomunidades de Municipios, sobre la base de lo establecido en el artículo 38.4 e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Por tanto, la cuestión que procede analizar y resolver se centra en determinar cuales son las oficinas de registro en las que pueden presentarse las solicitudes de prestaciones económicas establecidas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, y cual debe ser la fecha que hay que considerar a efectos del cálculo del importe de tales prestaciones.

Establecido el objeto de la consulta, para resolver la misma, procede realizar las siguientes

CONSIDERACIONES

I

La resolución de la consulta planteada debe iniciarse con el estudio del régimen jurídico vigente respecto del lugar de presentación de solicitudes, tanto con carácter general como particular en materia promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.
El artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, establece el régimen general en lo que se refiere lugares en los que los ciudadanos pueden presentar solicitudes dirigidas a los órganos de la Administración diciendo que:

“4. Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones públicas podrán presentarse:

a. En los registros de los órganos administrativos a que se dirijan.

b. En los registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno convenio.
c. En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

d. En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

e. En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.”
Por su parte, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, dispone en su artículo 28.1 que “El procedimiento se iniciará a instancia de la persona que pueda estar afectada por algún grado de dependencia o de quien ostente su representación, y su tramitación se ajustará a las previsiones establecidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con las especificidades que resulten de la presente Ley.”
Por último, en lo que se refiere a la Orden 1387/2008, de 11 de junio, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, ésta dispone en su artículo 12.2 que:
“Junto con el Anexo I, debidamente cumplimentado, acompañarán la documentación específica según el tipo de prestación económica de que se trate y lo presentarán en el Registro de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, calle Muñoz Seca, número 2; o en el Registro de la Dirección General de Coordinación de la Dependencia en la calle Espartinas, número 10; en cualquiera de los Registros de la Comunidad de Madrid, de la Administración General del Estado, de los Ayuntamientos que han firmado el convenio de Ventanilla Única, y mediante las demás formas previstas en el artículo 38, apartado 4, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999.”

Por lo tanto, para la resolución de la consulta planteada es pertinente analizar el régimen jurídico que sobre Registros establece la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya que tanto la norma sustantiva sobre atención a personas en situación de dependencia –Ley 39/2006, de 14 de diciembre-, así como la norma que la desarrolla en el ámbito de la Comunidad de Madrid -Orden 1387/2008, de 11 de junio, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales-, se remiten, en esta cuestión, a la referida Ley Procedimental.
La regulación positiva contenida en el citado artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, supone que la presentación de un escrito, solicitud o comunicación dirigida a una Administración Pública, que haya de producir, de la forma que fuere, efectos jurídicos, puede hacerse bien directamente en el órgano destinatario de la solicitud, bien a través de otro órgano distinto que se hará cargo del mismo con el deber de remitirlo a su destinatario. Ésta última posibilidad es lo que tanto doctrina como jurisprudencia
 denominan presentación indirecta, habiendo establecido la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, las vías de presentación indirecta en los apartados b), c), d), e) del referido artículo 38.4. Con este planteamiento la primera cuestión que debe ser resuelta es si el registro de una Mancomunidad de Municipios puede ser encajado dentro de uno de los supuestos de presentación indirecta.
La presentación de una solicitud en el registro de una Mancomunidad de Municipios debe ser puesta en relación con el artículo 38.4, apartado b, in fine, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que permite la presentación indirecta de solicitudes, escritos y comunicaciones en los registros de cualquier órgano administrativo de alguna de las entidades que integran la Administración Local, siempre que se haya suscrito el oportuno convenio. 
Las Mancomunidades de Municipios son Entidades Locales según establece el artículo 3.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, que dispone:
“2. Gozan, asimismo, de la condición de entidades locales:
…

d. Las Mancomunidades de Municipios”.
A su vez, la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid, define en su artículo 54 a las Mancomunidades de Municipios como “Entidades Locales constituidas por la agrupación voluntaria de Municipios en el ejercicio del derecho a la libre asociación, para la gestión de servicios comunes o para la coordinación de actuaciones de carácter funcional o territorial.”
Por tanto, concurre el primero de los requisitos establecidos en el artículo 38.4.b para poder presentar una solicitud indirectamente, que es que se trate de una entidad local.
El segundo requisito para considerar un registro de una Entidad Local como uno a los que se refiere el artículo 38.4.b) de la LRJPAC es que se haya suscrito el oportuno convenio. A diferencia de lo que ocurre con respecto a la Administraciones Territoriales de mayor entidad, esto es, la Administración General del Estado y las de las Comunidades Autónomas, sobre las que recae la obligación de prestar sus servicios de registro a los ciudadanos con respecto a los escritos dirigidos a los órganos de otras Administraciones Públicas, en el caso de las Entidades Locales no existe tal obligación, que podría desbordar su capacidad de gestión, sino que se supedita esta posibilidad a la voluntad de la Entidad Local manifestada a través del correspondiente convenio.
En el ámbito de la Comunidad de Madrid debe hacerse referencia al Convenio Marco entre la Administración General del Estado y la Comunidad de Madrid para la implantación de una red de oficinas integradas de atención al ciudadano en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, de 15 de noviembre de 2007, cuya cláusula primera establece que el Convenio tiene por objeto acordar la colaboración entre las Administraciones intervinientes en el mismo, entendiendo por tales las firmantes del Convenio y las Entidades Locales que se adhieran al mismo. Para la consecución de este objetivo las Administraciones intervinientes se comprometen, entres otras, a “Establecer un marco general de obligaciones para permitir, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38.4.b) de la Ley 30/1992, de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que los ciudadanos puedan presentar, en los registros de las Entidades Locales del ámbito territorial de la correspondiente Comunidad Autónoma que se adhieran voluntariamente al convenio, las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a los órganos y entidades de derecho público de la Administración General del Estado y de la Comunidad de Madrid”. A su vez en la cláusula Tercera del Convenio se preceptúa que las Entidades Locales que se adhieran al Convenio se comprometen a “Configurar sus registros como oficinas de contacto, admitiendo, de forma gratuita para el ciudadano, la presentación en las mismas de cualesquiera solicitudes, escritos o comunicaciones dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado y de la Comunidad de Madrid o a las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de aquellas, con independencia de su localización territorial.”
Se trata, como puede observarse, de uno de los convenios a los que se refiere el artículo 38.4.b de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no obstante, examinadas las adhesiones que al mismo se han producido, se observa que ninguna Mancomunidad de Municipios se ha adherido al Convenio, lo que significa que no se cumple el segundo requisito para considerar al registro de la Mancomunidad de Municipios como un lugar de presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones a los efectos del artículo 38.4.b de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
Sentada la anterior conclusión, parece oportuno señalar que la misma no obsta a que las Mancomunidades de Municipios, pese a no estar legalmente sometidas a la obligación establecida por el tan aludido artículo 38.4.b de la Ley 30/1992, de 26 noviembre, presten voluntariamente servicios de registro a los ciudadanos, como así se desprende ha ocurrido de acuerdo con la consulta planteada. En estos casos lo que sucede es que el registro de la Mancomunidad de Municipios recepciona el escrito y presta el servicio material -recibe la solicitud y la envía al órgano competente para conocer del asunto-; sin embargo, esa recepción no puede equipararse en cuanto a sus efectos jurídicos, a la que pueda realizar uno de los registros a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
II
Respecto a los efectos jurídicos propios de la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones utilizando alguna de las vías establecidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, numerosa es la jurisprudencia. Por su parte, la doctrina es coincidente en este asunto. De acuerdo con la doctrina jurisprudencial y científica
, el efecto principal e inherente que pertenece a la naturaleza de la presentación indirecta es el efecto interruptivo cuando de plazos preclusivos se trata (plazo de interposición de recursos, plazos para participar en concursos, por ejemplo). Las vías de presentación indirecta han sido diseñadas para prestar un valioso servicio al ciudadano que le permite no tener que necesariamente, desplazarse hasta el registro del órgano al que se dirige la solicitud, escrito o comunicación, y asimismo para evitar perjuicios irreparables que se producirían si el escrito llega a su destino una vez finalizado el plazo, pese haber sido presentada indirectamente en plazo (lo contrario convertiría las vías de presentación indirectas en una trampa para quien las utilice).
Expuesto lo anterior, procede hacer referencia al supuesto específico al que se refiere la consulta planteada en el que la fecha de presentación de la solicitud de valoración de la situación de dependencia produce efectos o consecuencias jurídicas evidentes ya que según el artículo 14.2 de la Orden 1387/2008, de 11 de junio, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, “La efectividad del derecho a las prestaciones económicas se producirá a partir del día siguiente a la fecha de la solicitud de valoración de la situación de dependencia, o del día primero del año de implantación, de acuerdo con el calendario previsto en la disposición final primera de la Ley 39/2006”. Por ello, al haberse presentado determinadas solicitudes en el registro de una Mancomunidad de Municipios, debe precisarse la fecha que ha de ser tenida en cuenta para el cálculo de las prestaciones.

En el caso que se analiza no se trata de un plazo preclusivo, sino de una fecha, la de presentación de la solicitud, que es tomada como dies a quo para fijar las prestaciones reconocidas al amparo de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. Sin embargo, sí debe ser la misma la solución en uno y otro caso: si la presentación en lugar diferente de los que relaciona el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no produce efectos interruptivos sobre plazos preclusivos, la fecha de presentación de una solicitud en un registro de una Mancomunidad de Municipios no debe ser la que sea tenida en cuenta para el cálculo de la prestación, ya que como se ha indicado más arriba éste registro no se equipara en cuanto a sus efectos a los del artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
En definitiva, la presentación de una solicitud en el registro de una Mancomunidad de Municipios que no ha suscrito el oportuno convenio no tiene diferente valor, ni efectos diferentes que la presentada en cualquier otro lugar diverso a los establecidos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992. La solicitud, en la fecha de presentación en el registro de la Mancomunidad no produce efectos hacia la Administración que, por tanto, debe considerar como fecha de presentación la de entrada en el registro oficial de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales.
III
En esta última consideración interesa analizar la cuestión relativa a la validez de incluir, en la norma reguladora de las prestaciones derivadas de situaciones de dependencia, entre los Registros Oficiales en los que se puede presentar la documentación los de las Mancomunidades de Municipios sobre la base de lo establecido en el artículo 38.4.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
El artículo 38.4, apartado e), de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, recoge un supuesto genérico o residual de presentación indirecta, ya que permite presentar solicitudes, escritos o comunicaciones dirigidos a los órganos de las Administraciones Públicas en cualquier otro registro –aparte de los enumerados en los apartados a), b), c) y d)- que establezcan las disposiciones vigentes. A juicio de este Centro Directivo lo más reseñable de este apartado e) es que no se establece reserva legal, puesto que se habla de disposiciones vigentes, lo que, en principio, permite a la normativa sustantiva de la materia establecer un lugar, además de los recogidos en la Ley, en el que se puedan presentar solicitudes, presentación que tendrá los efectos propios del artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
También, son conocidos supuestos de vías de presentación indirecta extravagantes a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Así por ejemplo, el derogado Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales, de 1952, establecía que “el interesado podrá presentar el recurso de reposición en la secretaría de la corporación, ante un notario de la provincia o en la comandancia del puesto de la Guardia Civil”; la jurisprudencia se ha pronunciado sobre la posibilidad de utilizar los juzgados de guardia o los establecimientos penitenciaros
 como vía indirecta de presentación de escritos y documentos administrativos, y ha habido supuestos en que se han publicado normas estableciendo incidentalmente una vía indirecta de presentación (Orden del Ministerio de Hacienda de 29 de octubre de 1965 sobre retribuciones compatibles).
En todo caso, la resolución de la consulta debe circunscribirse al supuesto planteado, consistente en determinar el carácter y los efectos de la presentación de una solicitud en el registro de una mancomunidad de municipios y a la fecha que debe considerarse a efectos del cálculo de la prestación, con base en la normativa vigente. Considera este Centro Directivo que el cauce oportuno para estudiar y pronunciarse sobre la inclusión entre los Registros Oficiales en los que se pueden presentar solicitudes los de las Mancomunidades de Municipios sobre la base de lo establecido en el artículo 38.4.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, ha de ser el de la tramitación de la modificación de la normativa sustantiva reguladora de la materia.
Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes:
CONCLUSIONES

· La presentación de solicitudes en los registros de las Mancomunidades de Municipios que no hayan suscrito el oportuno convenio, no tienen los mismos efectos que las presentadas en alguno de los lugares a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
· La fecha que debe tenerse en cuenta para resolver los expedientes relativos a las prestaciones económicas por situaciones de dependencia debe ser la estampillada por el Registro Oficial de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, no la de entrada en el Registro de la Mancomunidad de que se trate.
� Francisco González Navarro, Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.


STS de 8 de marzo de 2006, STS 14 de febrero de 2004, SAN 28 de junio de 2000.


�  STS de 31 de enero de 2003, STSJ de la Comunidad de Madrid de 18 de mayo de 2005, 19 de septiembre de 2005. Jesús González Pérez y Francisco González Navarro, Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.





La posibilidad de computar como fecha de entrada de un escrito la de presentación en alguno de los lugares a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, viene contraída a los escritos dirigidos a órganos de la Administración, pero no a los integrados en el Poder Judicial u órganos jurisdiccionales, respecto a los cuales su entrada se tiene por producida cuando se depositan en el registro del Juzgado o Tribunal al que van dirigidos o, en el caso de escritos de término, en el Juzgado de instrucción en funciones de guardia que tenga su sede en la misma población que la del órgano judicial destinatario (STS 13 de marzo de 1993).





� STS 13 de diciembre de 1990, STS de 23 de marzo de 1965
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